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PRESCRIPCIÓN. Los artículos 489 del CST y 151 del CPT Y SS, regulan la interrupción del fenómeno prescriptivo si el reclamo del trabajador es extrajudicial, porque, cuando se buscan iguales efectos con la presentación de la demanda, se hace necesario, en aplicación del artículo 145 ibídem, acudir a la regulación normativa contenida en el Código de Procedimiento Civil, vigente para el momento en que se admitió la demanda, esto es el artículo 90, que consagra la interrupción de la prescripción con la presentación de la acción judicial, siempre y cuando el auto que la admite sea notificado dentro del año siguiente a la fecha en que esa misma providencia fue comunicada al actor. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, trece de septiembre de dos mil diecisiete
Acta número ___ de 13 de septiembre de 2017
En la fecha, siendo las tres y cincuenta minutos de la tarde (3:50 pm), procede la Sala de Decisión Laboral No 2º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver el recurso de apelación presentado por el señor HÉCTOR JAIME SUÁREZ GIRALDO contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión de Pereira, el día 18 de junio de 2015, dentro del proceso ordinario laboral, que adelanta en contra de INSCO LTDA, MEGABUS S.A. y el MUNICIPIO DE PEREIRA.
ANTECEDENTES

1- DEMANDA

Aspira el actor que, previa declaración de la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido convenido con la sociedad Insco Ltda, le sean reconocidas y pagadas debidamente indexadas acreencias laborales tales como cesantías, intereses a las cesantías, primas, vacaciones e indemnización moratoria, frente a las cuales debe responder solidariamente el Municipio de Pereira y Megabus S.A.  

Para sustentar sus peticiones refiere que fue contratado laboralmente por Insco Ltda, de manera verbal, por un salario de $750.000 mensuales, para prestar servicios como oficial de obra, desde el 10 de julio de 2005 hasta el 1º de mayo de 2006, con jornada de 7 a.m. a 5 p.m., todos los días de la semana, en la construcción del corredor para el sistema de transporte masivo Megabus. 

Cuenta que, sin que mediara justa causa, se le informó que no continuaría prestando el servicio a pesar de que las obras no habían culminado.

Expuso que Megabus S.A. es beneficiara de la obra en la que él prestó sus servicios, dado que según el certificado de existencia y representación tiene a su cargo entre otras actividades, la construcción y puesta en funcionamiento del sistema integrado de transporte masivo de pasajeros del área metropolitana.  Refiere también, que la malla vial donde se desarrollaron las obras es propiedad del Municipio de Pereira y que las mismas no son ajenas a las funciones del ente territorial.

Indica que las prestaciones, acreencias e indemnizaciones reclamadas en la acción no han sido pagadas por los demandados, a pesar de haber agotado la vía gubernativa ante Megabus S.A. y el Municipio de Pereira. En igual sentido se informó a Insco Ltda de la reclamación laboral, procediendo dicha sociedad a negociar con algunos de los trabajadores reclamantes, reconociendo sumas que no se compadecen con lo verdaderamente adeudado y desconociendo derechos ciertos e irrenuciables de los trabajadores, dado que los instaron a firmar la transacción como requisito para el pago. 

2- CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

Los demandados se vincularon a la litis así:

MUNICIPIO DE PEREIRA.

Al contestar la demanda (fls. 59 a 66) sólo admitió los hechos relacionados con la concesión del contrato de obra a favor de Insco Ltda para construcción del corredor vial para el funcionamiento del sistema integral de transporte masivo y  las funciones y objeto social consignado en el certificado de existencia y representación de Megabus S.A., de los demás, dijo no ser ciertos, no constarle, o no ser tales. Se opuso a las pretensiones de la demanda y formuló como excepciones las que denominó, “Falta de legitimación por pasiva”, “Cobro de lo no debido” y “Rompimiento del nexo causal entre el hecho que se le imputa al municipio de Pereira y el daño”. 

MEGABUS S.A.

Al referirse a los hechos de la acción–fls 72 a 81-, sólo aceptó los atinentes a la suscripción del contrato de obra pública con Insco Ltda y la descripción que de su objeto social realizó el demandante.  Los demás hechos aseguró no constarle o no ser ciertos.  Se opuso a las pretensiones y formuló excepciones tales como “Falta de competencia-omisión de reclamación administrativa del art. 6º del CPT”, “Ineptitud de la demanda por falta de requisitos formales”.  

Finalmente, llamó en garantía a la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. –CONFIANZA-, para que en virtud de la póliza No 16-GU011438 de 2005, sea ella quien responda por las acreencias reclamadas en el presente trámite. –fl 174 a 177-.

INSCO LTDA.

Luego de ser anulada la actuación por la Sala Laboral de Descongestión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, en virtud a la indebida notificación que del auto admisorio de la demanda se le hizo a Insco Ltda, ésta sociedad se tuvo por notificada por conducta concluyente en auto de fecha seis (6) de mayo de 2014.
Al presentar repuesta a la demanda, ésta fue inadmitida por el Juzgado de conocimiento, al verificar que no hizo un pronunciamiento expreso en relación con varios de los hechos de la demanda, irregularidad que al no ser subsanada, le acarreo las consecuencias previstas en el artículo 31 del CPT y SS, esto es se declararon probados los hechos 1º, 2º 3º, 4º, 7º, 8, 9º, 10º, 11º y 12º de la demanda.

Como excepciones de mérito propuso las de “Responsabilidad Solidaria entre Megabus Ltda, municipio de Pereira e Insco Ltda en liquidación por adjudicación”; “Preclusión de la etapa procesal para la solicitud de reconocimiento de crédito laboral y cumplimiento de las etapas procesales del proceso de liquidación judicial por adjudicación”; “Prescripción”; “Transacción”  y “Compensación”. 
3- SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Agotadas las etapas previas, se convocó para audiencia de juzgamiento que tuvo lugar el 18 de junio de 2015 -fl. 544-551-, en la cual, pese a advertir el juez laboral la existencia del vínculo laboral entre Suárez Giraldo e Insco Ltda en liquidación, denegó la pretensiones de la demanda por encontrar configurada la excepción de prescripción.
Para estos efectos indicó que el empleador formuló esta excepción como medio de defensa judicial y que, como quiera que la notificación se surtió cerca de cinco años después de haberse admitido la acción, en los términos del artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, la misma resultaba probada, en la medida en que el reclamo laboral, en este caso se hizo por la vía judicial, lo que obligaba al trabajador a lograr la notificación de Insco Ltda en liquidación dentro del año siguiente a la fecha en que le fue comunicada el auto admisorio de la demanda.
4- APELACIÓN

Inconforme con la decisión, la parte actora la recurrió indicando que el juez de conocimiento no estaba llamado a declarar probada de oficio la excepción de prescripción, para lo cual se fundamentó en el hecho de que Insco Ltda no basó  su defensa en torno a la interrupción de la prescripción en los término del artículo 90 del CPC, sino en el artículo 488 del CST, por lo que al haber analizado el caso conforme la primera disposición afectó su derecho de defensa en la en la medida en que no se le permitió conocer con antelación tal argumento para así no ser sorprendido en esta etapa procesal.
Refiere que si lo que pretendía la parte excepcionante era enervar las pretensiones de la demanda debió alegar la caducidad de la acción y no la prescripción, como equivocadamente lo hizo y fue avalado por el  a quo. 
Precisa que aun cuando se pasara por alto tal irregularidad, habría que decir que el funcionario de primer grado no observó la actuación de la parte actora en este proceso, pues en ningún momento la falta de notificación de la demandada se debió a su inactividad y de ello da cuenta cada una de las actuaciones surtidas en procura de la notificación de Insco Ltda en liquidación.  Además, advierte que aún con el análisis efectuado por el Juzgado omitió considerar la jurisprudencia nacional que establece que la interrupción de la prescripción por la vía judicial se debe contabilizar a partir de la solicitud de nombramiento del curador ad litem, petición que efectúo oportunamente en el presente asunto.
Finalmente, reprocha el hecho de que tenga que asumir las consecuencias generadas por la declaratoria de la excepción de prescripción, cuando la nulidad de la actuación se generó por el actuar equivocado del juzgado, en el entendido que debió proceder con el emplazamiento de Insco Ltda y no con la imposición a esa misma sociedad las sanciones procesales por no contestación de la demanda, en atención a notificación por aviso que entendió debidamente surtida en su momento.
CONSIDERACIONES:

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente:

PROBLEMA JURÍDICO

¿Operó el fenómeno prescriptivo en el presente asunto?
Para resolver el interrogante planteado en el caso concreto, la Sala estima pertinente hacer las siguientes precisiones:

1. PRESCRIPCIÓN 

El artículo 90 del Código de Procedimiento consagra la interrupción de la prescripción con la presentación de la acción judicial, siempre y cuando el auto que la admite sea notificado dentro del año siguiente a la fecha en que esa misma providencia fue comunicada al actor. 
No obstante, en sentencia de 12 de febrero de 2004 proferida dentro del radicado No 21062, reiterada el de SL 8716 de 2 de julio de 2014, la Sala de Casación Laboral, determinó que debe ser analizada la actuación de la parte actora en cada caso específico pues, no puede ésta soportar las consecuencias del indebido obrar el Juzgado o del demandado.  En estos términos se pronunció la Corte Constitucional
“(…) Acorde con tales postulados éticos, recogidos como normas de obligatorio cumplimiento por la legislación positiva, observa esta Sala que la sola presentación de la demanda interrumpe la prescripción cuando la notificación del auto admisorio de la misma no se efectúa oportunamente por negligencia del Juzgado o por actividad elusiva del demandado, ya que repugna al ordenamiento jurídico que el actor que obra con rectitud y satisface las cargas procesales que sobre él pesan tenga, sin embargo, que soportar consecuencias jurídicas desfavorables por conductas reprochables a la incuria de funcionarios judiciales o a maniobras de la parte contraria, que, posteriormente, resultase beneficiada de su propia conducta contraria a derecho.”
Esa conclusión de la Corte resulta corroborada con el C.G.P. cuando el numeral 5º del artículo 95 condiciona la ineficacia de la interrupción de la prescripción en los eventos de nulidad al hecho de que sea atribuible al demandante.

2.  DE LAS SANCIONES MORATORIAS.
Se ha sostenido por la jurisprudencia nacional y la local que este tipo de sanciones no opera de manera automática, pues cada caso debe analizarse con el fin de determinar si la actuación que llevó al empleador a sustraerse del pago oportuno de las prestaciones sociales, estuvo precedido de buena o mala fe.

En sentencia SL2833 de 1º de marzo de 2017 radicación Nº 53.793 con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, aplicando el precedente contenido en la sentencia CSJ del 10 de oct. de 2003, No. 20764, estimó que no se puede predicar mala fe frente al incumplimiento en el pago de salarios y prestaciones sociales de las empresas que se encuentran en estado de liquidación, por lo que no resulta dable condenar a esos empleadores al pago de este tipo de sanciones; situación que explicó en los siguientes términos:

“Frente a la anterior situación, debe decirse que de imponerle la indemnización moratoria a un empleador que se encuentra en esas condiciones, es decir en liquidación obligatoria, no tendría razón de ser la expedición de las leyes especiales que permiten la intervención Estatal en las empresas, las cuales están destinadas a proteger no solo el capital y la inversión económica, sino también los intereses de los asalariados y por ende el derecho Constitucional al empleo consagrado en el artículo 25 del Ordenamiento Superior, que se orienta a que un agente estatal dirija los destinos de la unidad de explotación económica y pretenda ya la recuperación económica, ora la liquidación de la sociedad, todo, contra la voluntad del empleador y empresario, sin que pueda quedar al libre albedrío del promotor del acuerdo o del liquidador, hacer un uso inadecuado de los recursos destinados, a conservar el equilibrio de la compañía como persona moral y la igualdad entre los acreedores, según la filosofía propia de la liquidación forzada regulada en la Ley.

Finalmente, no puede deducirse que una empleadora que fue llamada a liquidación forzada como la sociedad demandada, tuviera interés en desconocer o defraudar los intereses y créditos de los trabajadores demandantes, como para entrar a darle viabilidad al Art. 65 del C. S. del T., que como lo ha sostenido esta Sala, no es de aplicación automática.”.

3. SOLIDARIDAD

Dispone el artículo 34 del Código Sustantivo del Trabajo, que frente a los contratistas independientes y las relaciones laborales que surjan en desarrollo del objeto del contrato, los beneficiarios de las obras son solidariamente responsables “con el contratista por el valor de los salarios y de las prestaciones e indemnizaciones a que tengan derecho los trabajadores”, “a menos que se trate de labores extrañas a las actividades normales de su empresa o negocio”.

4. CASO CONCRETO

En torno al recurso formulado por la parte actora, es necesario hacer precisión en el hecho de que en el presente asunto la prescripción no fue interrumpida extrajudicialmente, pues el mismo actor hace referencia en su demanda que a quien señala como su empleador le informó telefónicamente de la solicitud del pago de acreencias laborales que adelantaba –hecho octavo-, lo cual riñe con lo establecido en el artículo 151 del Código Procesal Laboral, que exige que el reclamo del trabajador sea escrito y que el mismo haya sido efectivamente recibido por el empleador, para que tenga los efectos que pregona la norma.

En ese sentido, al ser propuesta por Insco Ltda en liquidación la excepción de prescripción, con independencia del fundamento legal que invoque, al juez laboral le corresponde analizar la situación fáctica relacionada con el transcurso del tiempo, para luego, conforme la normatividad aplicable, determinar si dicho fenómeno alcanzó a enervar los derechos laborales consagrados en el Código Sustantivo del Trabajo y que fueron pretendidos por el actor.
Es así entonces que ningún reproche merece el hecho de que el juzgador de primer grado, al momento de resolver lo pertinente, se haya percatado de la falta de reclamación extrajudicial y en virtud a ello se haya remitido a lo establecido en el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, vigente para la fecha en que se profirió la decisión de primer grado.
Lo anterior por cuanto no existiendo normatividad que regule la situación en la especialidad laboral, correspondía acudir a la citada codificación, en virtud a lo dispuesto por el artículo 145 del Código de Procedimiento Laboral.  Nótese que la norma utilizada hace relación expresa a la interrupción de la prescripción con la presentación de la demanda, situación que aquí aconteció.

Ahora, no puede acogerse el argumento del promotor de la litis que señala que el fallador de la instancia anterior en realidad decidió respecto a la caducidad, cuando la misma no fue propuesta, pues en materia laboral ésta no opera, ya que el trabajador está en la libertad de demandar en cualquier momento, siendo afectados sus derechos por el paso del tiempo, sólo en el evento de que el empleador, al momento de dar respuesta a la demanda formule como excepción la prescripción.

No obstante el adecuado análisis realizado por el  a quo en torno a la aplicación de las regulaciones procesales civiles al presente asunto,  echa de menos la Sala el análisis atinente a la actuación de la parte actora respecto a las gestiones para adelantar la notificación de Insco Ltda y a las circunstancias en que se presentó la nulidad decretada por la Sala de Descongestión Laboral, situaciones ambas que podrían, de acuerdo con la jurisprudencia nacional, justificar la tardanza en la vinculación a la litis de ésta sociedad.
Pues bien, respecto al primer punto se observa que la comunicación para efectos de notificación a Insco Ltda, fue retirada el día 15 de agosto de 2008, es decir 6 meses después de admitida la demanda –fl 44- y la notificación por aviso fue retirada el 11 de enero de 2009 y remitida por la empresa de correos Postal Express el 28 de enero de 2009, conforme se observa a folios 185 y vuelto del expediente.

En ese sentido, puede observarse que el actor gestionó la notificación de la sociedad accionada, dentro del año siguiente a la fecha en que le fue notificado el auto admisorio de la demanda, que lo fue el 13 de febrero de 2008.  Respecto a la validez de esa actuación, esto es de la notificación por aviso, es del caso precisar que la misma fue avalada por el Juzgado de conocimiento conforme lo dispuesto por el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, norma que consideró el Despacho aplicable al trámite laboral por remisión del artículo 145 del CPC y así lo deja ver la constancia de notificación que obra a folio 199 del expediente, en la que se indica que Insco Ltda fue notificado por aviso y el término de traslado transcurrió en silencio.
Ahora, si tal actuación no le puede ser reprochada al Juzgado en la medida en que esta forma de notificar era avalada en el Distrito, incluso por quienes integraron la Sala Laboral antes de la actual conformación, mucho menos al actor quien, en virtud al principio de la confianza legítima, no advirtió en la notificación el yerro que puso en evidencia la Sala de Descongestión de Bogotá, consistente en la omisión de dar aplicación al artículo 29 del Código Procesal Laboral en los eventos que no se logre la notificación personal del llamado a juicio, posición que es compartida en la actualidad por esta Sala de Decisión.

Así las cosas, al no ser imputable la tardanza de la notificación a la parte actora, se tendrá por interrumpida en el presente asunto, la prescripción con la presentación de la demanda, la que de paso sea dicho no alcanzaría a enervar los derechos reclamados por el trabajador, pues se afirma que la relación laboral culminó 1º de mayo de 2006 y la demanda se presentó el 29 de enero de 2008.
Sentado lo anterior, es preciso anotar que las partes no cuestionaron en momento alguno el análisis efectuado por el juzgado de conocimiento que lo llevó a concluir, aunque no lo consignara en la parte resolutiva de la sentencia, que entre el señor Héctor Jaime Suárez Giraldo e Insco Ltda “existió un contrato de trabajo a término indefinido, celebrado de manera verbal, con vigencia entre el 10 de julio de 2005 y el 1º de mayo de 2006, cuando terminó por decisión unilateral y sin justa causa de la empleadora, y que el salario pagado fue de $750.000”, pues el reproche de la parte actora se limitó a la declaratoria de la prosperidad de la excepción de prescripción realizada en primera instancia.
En ese sentido, innecesario resulta elucubrar en relación con estos aspectos, procediendo entonces a realizar la liquidación de prestaciones y acreencias laborales que corresponde a dicho periodo.

CESANTÍAS

$750.000/360*292=$608.333.

PRIMA DE SERVICIOS

$375.000/180*292=$608.333
INTERESES A LA CESANTÍAS

$750.000*12%/360*292=$73.000

VACACIONES

$750.000/30*15/360*292=$304.166

Total de prestaciones sociales y vacaciones: $1.593.832

Las sumas liquidadas por éste último concepto deberán ser indexadas al momento de pago.   

INDEMNIZACIÓN MORATORIA 
De acuerdo con lo expuesto con precedencia, se tiene que el vínculo contractual del actor con Insco Ltda terminó el 1º de mayo 2006 y según los dichos del propio actor, los cuales no cuentan con soporte alguno, ésta llamó a conciliar a varios trabajadores para cancelar las prestaciones a que tenía derecho, pero se desconoce si Suarez Giraldo fue uno de ellos.

Desconociendo entonces si el trabajador recibió alguna suma de parte de su empleador, se hace necesario analizar la actuación de Insco Ltda en liquidación por adjudicación, para determinar si su actuar fue revestido de buena fe.

Para empezar, es propio indicar que en virtud a la indebida notificación del auto admisorio que se realizó al iniciarse el trámite, esta sociedad sólo se vinculó en debida forma el 26 de mayo de 2014 y si bien no adujo en su defensa argumentos válidos que la justificaran respecto a la ausencia de pago de las acreencias laborales a favor del demandante al momento de terminar el vínculo, si dio a conocer el estado financiero de la entidad, informando que luego de solicitar a la Superintendencia de Sociedades el proceso de reorganización, éste fue admitido mediante auto de fecha 1º de diciembre de 2008 y en auto de 25 septiembre de 2013 proferido por esa entidad, fue confirmado el acuerdo de adjudicación celebrado por la liquidadora y los acreedores de la sociedad INSCO Ltda en liquidación por adjudicación, actuación que una vez finalizada trae como consecuencia le extinción de sociedad involucrada conforme lo establece el inciso 3º del artículo 35 de la Ley 116 de 2006.
Bajo esas circunstancias, aun cuando la Sala de Casación Laboral recordó en sentencia SL2833 de 1º de marzo de 2017 que no se puede predicar mala fe frente al incumplimiento en el pago de salarios y prestaciones sociales de las empresas que se encuentran en estado de liquidación obligatoria, lo cierto es que dándole un mayor alcance a la jurisprudencia de la Alta Magistratura, considera ésta Sala de Decisión que en este caso no se puede perder de vista, que la Supersociedades admitió la solicitud de Reorganización presentada por Insco Ltda el 1º de diciembre de 2008 y a partir de allí, conforme lo establece el artículo 17 de la Ley 1116 de 2006, se  “prohíbe a los administradores (...) efectuar compensaciones, pagos, arreglos, desistimientos, allanamientos, terminaciones unilaterales o de mutuo acuerdo de procesos en curso”.
En ese sentido, es evidente la imposibilidad real y material de la entidad de asumir el pago de las acreencias reclamadas en el presente litigio pues le estaba legalmente prohibido, razón que lleva a concluir que si bien no puede ser exonerada de la imposición de la sanción moratoria, ésta si puede ser limitada hasta la fecha en que quedó inhabilitada por la iniciación del proceso de reorganización infructuoso, que dio lugar a la liquidación por adjudicación ordenada por la Superintendencia de Sociedades.
Así las cosa, en atención a que el salario percibido por el actor es de $750.000, es decir, superior al mínimo legal decretado para ese año ($408.000), la sanción moratoria debe correr por el término de 24 meses a partir de la fecha de terminación del vínculo a razón de un día de salario, lo que equivale inicialmente a la suma de $18.000.000 ($750.000/30*720), a partir del 2 de mayo hasta el 1º de diciembre de 2008, se deben liquidar los intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación, sobre el capital adeudado.

Los cálculos que arrojan dicho intereses corresponde a la suma $1.816.011, conforme la siguiente tabla.
	Desde
	02/05/2008
	 
	01/12/2008
	CAPITAL
	                 1.593.832   

	Clase Int
	2: Mora Max
	Base Intereses
	1: Capital
	INTERESES
	 $             222.179,28 

	Tasa Int
	1: Int del Mes
	 
	2,50%
	TOTAL
	 $         1.816.011,28 

	AÑO
	MES
	BASE
	% INTERES
MORA AÑO
	% INTERES
MORA MES
	VALOR INT
MORATORIO

	2008
	5
	                 1.593.832   
	32,88%
	2,37%
	                   35.296,12 

	2008
	6
	                 1.593.832   
	32,88%
	2,37%
	                   37.772,30 

	2008
	7
	                 1.593.832   
	32,27%
	2,33%
	                   37.160,69 

	2008
	8
	                 1.593.832   
	32,27%
	2,33%
	                   37.160,69 

	2008
	9
	                 1.593.832   
	32,27%
	2,33%
	                   37.160,69 

	2008
	10
	                 1.593.832   
	31,53%
	2,28%
	                   36.414,96 

	2008
	11
	                 1.593.832   
	31,53%
	2,28%
	                      1213,83 


En total por este concepto se adeuda a suma de $19.816.011.
DE LA SOLIDARIDAD DE MEGABUS S.A. y el MUNICIPIO DE PEREIRA.

Ahora, respecto a la figura de la solidaridad que se reclaman de Megabus S.A. y el Municipio de Pereira deben hacerse la Sala las siguientes precisiones:

a. Mediante escritura pública No 1994 visible a folios 88 a 110, se constituyó la Sociedad Megabus S.A. con la participación del municipio de Pereira en un 54.998%, el  municipio de Dosquebradas 40%, el Área Metropolitana Centro Occidente 5%, el Aeropuerto Matecaña de Pereira 0,0001%, el Instituto Municipal de Tránsito y Transporte de Pereira 0,00001%.

b. El objeto social de dicha sociedad es “Ejercer la titularidad sobre el sistema integrado de transporte masivo de pasajeros del área metropolitana del centro occidente, que servirá a los municipios de Pereira, La Virginia y Dosquebradas y sus respectivas áreas de influencia.” –fl 99 vto-

c. En desarrollo de ese objeto social, Megabús S.A. podrá realizar las siguientes funciones: “La ejecución, directa o a través de terceros, de todas las actividades previas, concomitantes y posteriores, para construir, operar y mantener el sistema integrado de transporte masivo (…)  La construcción y puesta en funcionamiento del sistema integrado de transporte masivo comprenderá el diseño operacional y la planeación del mismo y todas la obras principales y accesorias necesarias para la administración y operación eficaz y eficiente del Servicio de Trasporte Masivo (…) y la construcción y adecuación de todas aquellas zonas definidas como componentes del sistema integrado de transporte masivo, las cuales podrá realizar directa o a través de terceros. (…) 

De acuerdo con lo expuesto, resulta claro que desde la concepción de la sociedad Megabus S.A. le fue encomendado el desarrollo de las actividades necesarias para la implementación del sistema integrado de trasporte masivo para el área metropolitana -Pereira, La Virginia y Dosquebradas-, incluida la construcción de las obras necesarias para el funcionamiento eficaz de Megabus, actividad para la que, entre otros, contrató a Insco Ltda, según el contrato de obra pública No 02 de 2005  y sus respectivas prórrogas –fls 111 y ss-.

En síntesis, si el objeto de MEGABUS S.A. consiste en “Ejercer la titularidad sobre el sistema integrado de transporte masivo de pasajeros” para poner en funcionamiento el cual se requiere, además de la construcción, la adecuación de vías y obras complementarias, sin las cuales resulta imposible la circulación de los articulados, no se concibe que tales labores puedan ser consideradas como ajenas al objeto social. 

Ahora, respecto a la solidaridad que se pretende imputarle también al Municipio de Pereira, debe precisarse que aun cuando se considerase que es beneficiario de la obra por encontrarse bajo su administración las calles en las cuales realizaron las adecuaciones, sería del caso reconocer, que siendo dicho ente territorial accionista mayoritario de Megabus S.A. y habiéndolo creado precisamente para estos efectos, no puede recaer sobre el ente territorial condena por este mismo concepto, lo que implica que debe ser absuelto de dicha carga.

Costas en ambas instancias estarán cargo de Insco Ltda en liquidación por adjudicación 90%.   
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR  la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión de Pereira el 18 de junio de 2015.
SEGUNDO: DECLARAR que entre el señor HECTOR JAIME SUÁREZ GIRALDO y la SOCIEDAD INSCO LTDA. EN LIQUIDACIÓN POR ADJUDICACIÓN existió un contrato de trabajo a término indefinido vigente entre el 10 de julio de 2005 y el 1º de mayo de 2006.

TERCERO: CONDENAR a la SOCIEDAD INSCO LTDA. EN LIQUIDACIÓN POR ADJUDICACIÓN a pagar al señor HECTOR JAIME SUÁREZ GIRALDO, la suma de UN MILLON QUINIENTOS NOVENTA Y TRES MIL OCHOCIENTOS TREINTA Y DOS PESOS ($1.593.832), por concepto de cesantías, primas de servicios, intereses a las cesantías y vacaciones, éste último concepto debidamente indexado.  
CUARTO: CONDENAR a la SOCIEDAD INSCO LTDA. EN LIQUIDACIÓN POR ADJUDICACIÓN a pagar al señor HECTOR JAIME SUÁREZ GIRALDO, la suma de DIECINUEVE MILLONES OCHOCIENTOS DIECISÉIS MIL ONCE PESOS ($19.816.011), a título de indemnización moratoria. 

QUINTO: DECLARAR que MEGABUS S.A. es solidariamente responsable del pago de las anteriores condenas.
SÉXTO: ABSOLVER al MUNICIPIO DE PEREIRA de las pretensiones que en su contra se formularon en la presente demanda.
Las costas de primera y segunda instancia a cargo de Insco Ltda en liquidación por Adjudicación.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES  OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
   DANIEL BERMUDEZ GIRALDO  

Secretario Ad-hoc
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